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RESUMEN: El presente trabajo tiene por objeto contextualizar y exponer el 
contenido del Informe español para la Comisión Europea, emitido en autoría in-
dividual, sobre la adecuación de los requisitos de localización de datos a las obli-
gaciones legales derivadas de la libre circulación de datos no personales, bajo el 
estudio “Supporting the evaluation of the Free Flow of Non-Personal Data Re-
gulation, Open Data Directive and Data Governance Act”. Por ello, se analizará 
primeramente el régimen jurídico de los requisitos de localización de datos, su 
adecuación al ordenamiento jurídico europeo, y las barreras regulatorias directas 
e indirectas ya detectadas por la Comisión Europea en 2017. Todo ello es necesa-
rio para observar el grado de adecuación de las Resoluciones de Transparencia de 
la Agencia Española de Protección de Datos, sobre la aplicación de los requisitos 
de localización de datos en el periodo 2020-2025, respecto de las obligaciones 



3082� Rev. Crítica de Derecho Inmobiliario, N.º 812 - págs. 3081 a 3110 - Año 2025

Evaluando los requisitos de localización de datos con la libre circulación de datos...

legales derivadas de la libre circulación de datos no personales y la evitación de 
las barreras regulatorias.

ABSTRACT: This paper contextualises and describes the Spanish report for 
the European Commission, issued in individual authorship, on the adequacy of 
data localisation requirements to the duties arising from the free flow of non-
personal data, under the study ‘Supporting the evaluation of the Free Flow of 
Non-Personal Data Regulation, Open Data Directive and Data Governance 
Act’. Therefore, the paper discusses the Spanish regulation on data localisation 
requirements under European Law, as well as regulatory barriers advised by the 
European Commission in 2017. The purpose of this legal analysis is to properly 
assess the Transparency Resolutions of the Spanish Data Protection Agency, on 
data localisation requirements in the 2020-2025 period, with regard to the free 
flow of non-personal data duties and the avoidance of regulatory barriers.

PALABRAS CLAVE: protección de datos, libre circulación de datos no per-
sonales, datos abiertos, requisitos de localización de datos, barreras regulatorias. 

KEYWORDS: data protection, free flow of non-personal data, open data, data 
localisation requirements, regulatory barriers.

SUMARIO: I. CONSIDERACIONES INICIALES SOBRE LOS REQUI-
SITOS DE LOCALIZACIÓN DE DATOS.—II. LOS REQUISITOS DE LO-
CALIZACIÓN DE DATOS EN ESPAÑA A LA LUZ DEL ORDENAMIENTO 
JURÍDICO EUROPEO. II.1. El primer Estudio para la Comisión Europea sobre 
las restricciones a la localización de datos de 2017: “Cross-border data flow 
in the digital single market: study on data location restrictions”. II.2. La 
regulación europea sobre datos de los informes nacionales para la Comisión 
Europea: el Reglamento 2018/1807, sobre la libre circulación de datos no 
personales, la Directiva 2019/1024, sobre los datos abiertos, y el Reglamento 
2022/868, sobre la gobernanza de datos. II.3. Régimen jurídico del ejercicio 
del derecho de acceso a la información pública en España: la Ley 19/2013, de 9 
de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobier-
no.—III. LAS BARRERAS REGULATORIAS A LA LIBRE CIRCULACIÓN 
DE DATOS NO PERSONALES Y LA APLICACIÓN DE LOS REQUISITOS 
DE LOCALIZACIÓN DE DATOS EN ESPAÑA. III.1. Las barreras regulato-
rias directas e indirectas a la libre circulación de datos no personales detec-
tadas en el primer Estudio para la Comisión Europea de 2017. III.2. Análisis 
de las barreras regulatorias indirectas en las Resoluciones de Transparencia 
de la Agencia Española de Protección de Datos sobre los requisitos de loca-
lización de datos en el periodo 2020-2025. III.2.A. Resoluciones con barreras 



Cristina Argelich Comelles

Rev. Crítica de Derecho Inmobiliario, N.º 812 - págs. 3081 a 3110 - Año 2025� 3083

regulatorias indirectas a la libre circulación de datos no personales. III.2.B. Re-
soluciones en las que se no han detectado barreras regulatorias indirectas a la 
libre circulación de datos no personales.—IV. CONCLUSIONES.—V. ÍNDICE 
DE LAS RESOLUCIONES CITADAS.—VI. BIBLIOGRAFÍA.

I. � CONSIDERACIONES INICIALES SOBRE LOS REQUISITOS DE 
LOCALIZACIÓN DE DATOS1

De conformidad con el Reglamento 2018/1807 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 14 de noviembre de 2018, relativo a un marco para la libre circu-
lación de datos no personales en la Unión Europea2, los Estados miembros deben 
permitir la utilización, recogida, almacenamiento, transferencia o gestión de da-
tos no personales, así como utilizar centros de tratamiento de datos o servicios en 
la nube. Los datos no personales comprenden aquellos que no guardan relación 
con una persona física identificada o identificable, los que se han anonimizado, 
así como los conjuntos de datos personales y no personales mixtos e indisolu-
bles. Por lo que respecta a los Data Localisation Requirements o requisitos de 
localización de datos, cuya regulación corresponde a los Estados miembros de 
la Unión Europea, supone que se pueda restringir la libre circulación de deter-
minados datos no personales por motivos de seguridad pública. En el art. 7 del 
Reglamento 2018/1807, se impone la obligación legal de establecer un “punto 
de contacto único”, mediante un sitio web oficial que contenga la información 
sobre los requisitos de localización de datos –cuyas resoluciones anonimizadas 
deben publicarse–, una dirección postal y un correo electrónico de contacto; en 
España, ello se encuentra en el Portal de la Agencia Española de Protección de 
Datos, en adelante, AEPD. 

Sobre estas bases, el objeto del presente trabajo consiste en analizar las ba-
rreras regulatorias en la aplicación de la legislación española sobre los requisitos 
de localización de datos a las obligaciones legales derivadas de la normativa 
europea en materia de libre circulación de datos no personales, datos abiertos 
y gobernanza de datos. Para ello, se prestará atención al contenido del informe 
español para la Comisión Europea –emitido en autoría individual bajo el Estudio 
“Supporting the evaluation of the Free Flow of Non-Personal Data Regulation, 
Open Data Directive and Data Governance Act”–, en particular, en cuanto a la 
ausencia de modificaciones en los requisitos de localización de datos tras las 
barreras regulatorias advertidas por la Comisión Europea en 2017, así como su 
aplicación mediante las Resoluciones de Transparencia en el periodo 2020-20253 
(AEPD, 2025). A estos efectos, los siguientes apartados se dedicarán al análisis 
del régimen jurídico de los requisitos de localización de datos en España y al exa-
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men de las barreras regulatorias directas e indirectas detectadas en su aplicación, 
formulando diversas conclusiones para su mejora al final del trabajo. 

II. � LOS REQUISITOS DE LOCALIZACIÓN DE DATOS EN ESPAÑA A LA 
LUZ DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO EUROPEO

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la informa-
ción pública y buen gobierno4 dispone el derecho de acceso a la información 
pública en su art. 12, así como regula su ejercicio y los requisitos de localización 
de datos. En el art. 13, define la información pública como los contenidos o docu-
mentos, con independencia de su formato, que estén a disposición de los sujetos 
previstos en el art. 2, y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio 
de sus funciones. De conformidad con el art. 22 del Reglamento 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protec-
ción de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales 
y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/
CE5 –en adelante RGPD–, el art. 15 de la Ley 19/2013, sobre protección de datos 
personales, advierte que si la información requerida los contiene, es necesario 
para autorizar el acceso el consentimiento expreso y por escrito del afectado, 
puesto que prevalece dicha protección frente al interés público en la divulgación. 
En este punto, conviene apuntar que, en las decisiones individuales automatiza-
das sobre datos personales y en la elaboración de perfiles –mediante algoritmos, 
incluyendo los que utilizan un sistema de inteligencia artificial no determinista–, 
será necesario o bien el consentimiento del interesado, o un acuerdo entre este 
y el responsable del tratamiento de datos, o que lo imponga una norma europea 
o de un Estado miembro ex art. 22 RGPD (LIPPI, 2022, 49-68; DE TORRES 
PEREA, 2025, 279-329; DE BARRÓN ARNICHES, 2024, 149-194). En este 
sentido, destacada doctrina ha propuesto algunas soluciones de lege ferenda 
(MARTINI, 2020, 114-119): la extensión de la divulgación de las obligaciones 
en materia de protección de datos mediante la supervisión pública, la auditoría 
de los algoritmos y el tratamiento de datos personales; la ampliación del deber 
de información sobre los procedimientos y aplicaciones de software que puedan 
afectar a los derechos de los usuarios ex art. 22 RGPD, en atención al derecho de 
no ser objeto de una decisión basada únicamente en el tratamiento automatizado 
y por la necesaria interpretación restrictiva de las excepciones a esta regla gene-
ral; y, finalmente, la obligación de proporcionar información adecuada sobre las 
medidas para garantizar la protección de datos. Sin embargo, el principal obstá-
culo que presenta el RGPD es que no resulta aplicable a los datos de las personas 
fallecidas, quedando la ordenación mortis causa de sus datos personales sujeta a 
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la legislación de los Estados miembros (MORALEJO IMBERNÓN, 2020, 241-
281; SANTOS MORÓN, 2018, 413-438; PATTI, 2019, 1-11; OTERO CRESPO, 
2019, 89-133; ARGELICH COMELLES, 2023, 1135-1170) y siendo solo posi-
ble garantizar su control y acceso mediante un modo testamentario. 

El ejercicio del derecho de acceso a la información pública se ve sujeto 
a unos límites o requisitos de localización de datos, dispuestos en el art. 14 
de la Ley 19/2013. Estos límites deberán aplicarse de manera “justificada y 
proporcionada a su objeto y finalidad de protección”, así como se atenderá a la 
concurrencia de un “interés público o privado” que justifique el acceso: ello se 
concreta, respectivamente, en el test del daño y en la justificación de un interés 
público o privado en las diversas Resoluciones de Transparencia de la AEPD6. 
En el caso de que la información requerida no contenga datos especialmente 
protegidos, según el art. 15.3, el acceso se debe conceder previa ponderación 
razonada y suficiente del interés público en la divulgación de la información, 
junto con los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la informa-
ción solicitada. 

Las Resoluciones de Transparencia de la AEPD sobre la aplicación de los 
requisitos de localización de datos están disponibles en acceso abierto en su 
Portal (AEPD, 2025), en cumplimiento de la obligación de publicidad del art. 
14.3, habiendo sido previamente notificadas y anonimizadas, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el art. 20.3. Los límites al derecho de acceso a la información 
pública del art. 14 (REBOLLO DELGADO, 2017, 767-801), que no han sido 
modificados, sustituidos o derogados desde la aprobación de la norma tras las 
barreras regulatorias advertidas por la Comisión Europea en 2017 –un punto 
sobre el que se pedía expresamente informar–, se concretan en los siguientes, 
dispuestos ordenadamente: la seguridad nacional; la defensa; las relaciones exte-
riores; la seguridad pública; la prevención, investigación y sanción de los ilícitos 
penales, administrativos o disciplinarios; la igualdad de las partes en los procesos 
judiciales y la tutela judicial efectiva; las funciones administrativas de vigilancia, 
inspección y control; los intereses económicos y comerciales; la política econó-
mica y monetaria; el secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial; 
la garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de 
decisión; y, finalmente, la protección del medio ambiente. No obstante los límites 
al derecho de acceso a la información pública no se han modificado, se recuerda 
que los Estados Miembros debían derogar cualquier barrera regulatoria directa a 
la libre circulación de datos no personales en sus respectivas legislaciones antes 
del 30 de mayo de 2021, habiendo cumplido España con dicha obligación; a pe-
sar de ello, se han detectado barreras regulatorias indirectas en las Resoluciones 
de Transparencia de la Agencia Española de Protección de Datos, en aplicación 
del art. 14. 
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Los apartados cuarto y quinto del art. 15 especifican que ello no aplica en 
los supuestos en los que el acceso se facilita previa disociación de los datos de 
carácter personal, en el caso de las resoluciones que están anonimizadas en su 
publicación, así como en el tratamiento posterior de los datos obtenidos en virtud 
del derecho de acceso a la información pública. Finalmente, el art. 16 reconoce 
el derecho de acceso parcial a la información pública en los supuestos en los que 
los límites del art. 14 no afecten a la totalidad de la información. En estos su-
puestos, se autoriza el acceso parcial a los datos previa omisión de la información 
afectada por el límite, salvo cuando la consecuencia sea la facilitación de una 
información distorsionada o que carezca de sentido, en cuyo caso se indicará al 
solicitante la parte de la información que ha sido omitida. 

En los siguientes subapartados, se examinará brevemente el contenido del 
primer Estudio para la Comisión Europea en materia de requisitos de localiza-
ción de datos –centrando la atención en las observaciones respecto de España–, 
así como la regulación europea sobre datos analizada en los informes nacionales 
y el régimen jurídico del ejercicio del derecho de acceso a la información pública 
en España. 

II.1. � El primer Estudio para la Comisión Europea sobre las restricciones a 
la localización de datos de 2017: “Cross-border data flow in the digital 
single market: study on data location restrictions”

El primer Estudio para la Comisión Europea sobre los requisitos de lo-
calización de datos se encuentra disponible en acceso abierto, bajo el título 
“Cross-border data flow in the digital single market: study on data location 
restrictions” (EUROPEAN COMMISSION, 2017). En cuanto a la evaluación 
sobre España en el Estudio, es necesario centrarse en las observaciones es-
pecíficas que formula nuestro sector financiero, puesto que los únicos datos 
obrantes sobre nuestro Estado son los proporcionados por Eurostat. Por lo que 
respecta al sector financiero, se realizaron entrevistas a entidades financieras, 
así como a representantes de reguladores financieros a nivel europeo, mundial 
y nacional. En el informe, se subdividen los grupos de interés anonimizados 
entre: por una parte, las empresas que operan en el sector financiero y que en-
cuentran obstáculos a la libre circulación de datos, como una entidad financiera 
española con presencia mundial y una federación bancaria europea; y, por otra 
parte, un regulador financiero nacional que toma decisiones sobre la libre cir-
culación de datos a escala nacional. 

Por lo que respecta al grupo de interés de las entidades financieras, en las 
entrevistas ponen de relieve los impedimentos que experimentan respecto del 
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uso de servicios en la nube, que habitualmente se externalizan. La institución 
financiera española entrevistada –que está anonimizada– expresó diversas ob-
servaciones de carácter negativo7. Por una parte, indicó que la regulación espa-
ñola limita la libre circulación de datos en la Unión Europea, y que ello se ve 
agravado por la falta de armonización de las normas entre los diversos Estados 
miembros. En este sentido, las entidades financieras españolas, a diferencia de 
otras entidades como las denominadas Fintech –que utilizan la innovación y el 
desarrollo tecnológico para el diseño, oferta y prestación de productos y servi-
cios financieros–, deben notificar al Banco de España como autoridad nacional 
de supervisión financiera y bancaria la externalización de un servicio, incluyendo 
un servicio en la nube. La entidad financiera española advirtió que, en la práctica, 
el procedimiento para dicha autorización puede aumentar significativamente el 
tiempo de comercialización del servicio financiero y que, en consecuencia, agili-
zar dicho procedimiento y disponer de una armonización normativa en todos los 
Estados miembros es fundamental para que los bancos españoles sean competiti-
vos en el mercado único digital. Por otra parte, esta entidad financiera manifestó 
que en España existen otros impedimentos, además de las barreras regulatorias, 
relativos a la falta de una cultura digital en la nube o la ausencia de una cultura 
basada en los datos, y que ello ocasiona incertidumbre en la utilización de nuevas 
tecnologías como los servicios de computación en la nube o cloud computing. 
Finalmente, la entidad financiera española declaró que utiliza la computación en 
la nube para actividades no esenciales del negocio bancario, como Google Apps 
y herramientas de colaboración para los empleados. No obstante, la entidad fi-
nanciera española manifestó que le gustaría desarrollar el uso de la computación 
en la nube para el negocio principal en un futuro próximo, respecto de los datos 
financieros y los datos de los clientes.

El resto de las entidades financieras del primer grupo de interés entrevista-
das indicaron que desarrollan el uso de la computación en la nube para almace-
nar y transferir datos –como los datos financieros y los datos de los clientes–, 
así como realizan estrategias para favorecer el proceso de externalización de 
determinados servicios de una manera más ágil y menos gravosa, con la fina-
lidad de ser competitivos en el mercado único digital. Las entidades financie-
ras entrevistadas recurren cada vez más al análisis de datos para desarrollar 
productos para sus clientes, pero se encuentran limitadas por los requisitos de 
localización de datos, según expresaron. Además, manifestaron que las dife-
rencias entre estos requisitos nacionales de localización de datos y las normas 
sobre transferencia de datos y computación en la nube de Estados Unidos y la 
Unión Europea impactan directamente en la competitividad de las entidades 
financieras de la Unión, por la laxitud de la regulación estadounidense. A estos 
efectos, indicaron expresamente como ejemplo la transferencia de datos fuera 
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de la Unión Europea (GEIGER, 2003, 747-757). Complementariamente a lo 
indicado en el Estudio, es necesario apuntar que el marco normativo europeo 
para esta cuestión se encuentra dispuesto en diversos preceptos del RGPD, a 
saber: el art. 28 establece requisitos para los proveedores de servicios en la 
nube cuando actúan en nombre del responsable del tratamiento de datos; el art. 
45 determina los caracteres de la transferencia de datos personales a terceros 
Estados; y el art. 49 impone requisitos para las transferencias de datos a terce-
ros Estados, previa información de los riesgos, requiriendo el consentimiento 
expreso del titular. Finalmente, la STJUE de 4 de octubre de 2024 incide en 
que debe limitarse el uso de datos personales para la publicidad en línea8, así 
como debe restringirse el uso de datos personales disponibles públicamente a 
los fines previstos para su publicación.

El segundo grupo de interés, relativo a los reguladores financieros, declaró 
que su actividad de supervisión puede tener un impacto en el desarrollo de ser-
vicios en la nube. En este sentido, indicaron que, si se realiza una supervisión 
prudencial, la atención se focaliza en la posición de solvencia, la liquidez y los 
riesgos operativos, por lo que aumenta el margen de autonomía de las entidades 
financieras nacionales, en contraposición con la supervisión basada en normas. 
En el mismo sentido, un regulador nacional que se rija por el principio de super-
visión prudencial se preocupa de que las entidades financieras realicen un aná-
lisis de riesgos adecuado, así como que garanticen el derecho de auditoría en la 
subcontratación o en los contratos de externalización de servicios. El regulador 
nacional al que se entrevistó manifestó que se recibían muchas consultas acerca 
del requisito de presentar un análisis de riesgo en la externalización de servicios 
en la nube, porque se trata de un requisito de difícil cumplimiento, para cuya so-
lución se creó un modelo de análisis de riesgos. El mismo regulador señaló que 
la mayoría de los proveedores de servicios en la nube no indican en sus contratos 
los requisitos legales y reglamentarios aplicables, en concreto, las condiciones 
generales de la contratación que los proveedores de servicios pueden incluir para 
restringir la actividad de supervisión pública. 

II.2. � La regulación europea sobre datos de los informes nacionales para la 
Comisión Europea: el Reglamento 2018/1807, sobre la libre circulación 
de datos no personales, la Directiva 2019/1024, sobre los datos abiertos, 
y el Reglamento 2022/868, sobre la gobernanza de datos

En este apartado, se examinarán brevemente las normas sobre las que se 
evalúan los requisitos de localización de datos en los informes nacionales para 
la Comisión Europea: el Reglamento 2018/1807 del Parlamento Europeo y del 
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Consejo, de 14 de noviembre de 2018, relativo a un marco para la libre circu-
lación de datos no personales en la Unión Europea; la Directiva 2019/1024 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativa a los datos 
abiertos y la reutilización de la información del sector público9; y el Reglamento 
2022/868 del Parlamento y del Consejo, de 30 de mayo de 2022, relativo a la go-
bernanza europea de datos y por el que se modifica el Reglamento 2018/172410, 
conocido como Data Governance Act, en adelante, DGA. 

Por lo que se refiere al Reglamento sobre la libre circulación de datos no 
personales –previamente apuntado por la vinculación con los requisitos de loca-
lización de datos en las legislaciones nacionales11–, tiene como finalidad eliminar 
los obstáculos a su transmisión entre los Estados miembros de la Unión Europea 
y los sistemas informáticos en su seno. Por ello, las disposiciones del Reglamen-
to garantizan el almacenamiento y el procesamiento transfronterizo de datos, 
la disponibilidad de datos para su control por la Administración, incluyendo su 
almacenamiento y procesamiento en la nube, así como la facilitación del cambio 
de proveedores de servicios en la nube para usuarios profesionales y la garantía 
de la seguridad respecto de su almacenamiento y procesamiento. 

Por lo que respecta a la Directiva sobre los datos abiertos, pretende fomentar 
la reutilización de la información del sector público mediante un mercado euro-
peo de datos regulado, con especial atención a la transparencia y competencia. 
La armonización normativa en virtud de esta Directiva estimula la publicación de 
datos dinámicos y la creación de interfaces gráficas adecuadas, limita las excep-
ciones que permiten a los organismos públicos cobrar más que los costes margi-
nales de difusión en materia de reutilización de sus datos, a la vez que amplía el 
ámbito de aplicación de la Directiva. En este sentido, los datos de las empresas 
públicas tienen que poder reutilizarse, y los datos de investigación resultantes de 
la financiación pública deben facilitarse en acceso abierto. Finalmente, los datos 
de alto valor o aquellos que poseen beneficios para la sociedad o la economía 
disponen de un régimen jurídico diferenciado, que garantiza su disponibilidad 
gratuita, se proporcionan mediante interfaces adecuadas y se permite su descarga 
masiva. 

El Reglamento sobre la gobernanza de datos regula el intercambio de datos 
B2B, B2C y B2G y es también objeto de los informes nacionales para la Comisión 
Europea. Este Reglamento, junto con el Reglamento 2023/2854 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2023, sobre normas armonizadas 
para un acceso justo a los datos y su utilización, y por el que se modifican el Re-
glamento 2017/2394 y la Directiva 2020/182812, conocido como Data Act y que 
no es objeto del informe, suponen el legal transplant del instrumento de soft law 
“ALI-ELI Principles for a Data Economy – data transactions and data rights” 
—en adelante, ALI-ELI Principles— elaborado por el American Law Institute y 



3090� Rev. Crítica de Derecho Inmobiliario, N.º 812 - págs. 3081 a 3110 - Año 2025

Evaluando los requisitos de localización de datos con la libre circulación de datos...

el European Law Institute sobre la transmisión, uso y derechos sobre los datos 
(ARGELICH COMELLES, 2024, 1-23). La Data Governance Act permite crear 
los procesos y estructuras necesarias para el intercambio de datos (CASTRO 
CARRANZA, 2022, 1-15; MARTÍNEZ MARTÍNEZ, 2021, 1-18; FERNÁN-
DEZ HERNÁNDEZ, 2022, 1-10; CASTRO CARRANZA, 2022, 1-15), siendo 
el intercambio B2G la novedad de este Reglamento con respecto al RGPD. La 
parte II de los ALI-ELI Principles, relativa a los data contracts, dispone el con-
tenido de las cláusulas contractuales sobre el suministro e intercambio de datos, 
cuya correspondencia se encuentra en los arts. 10-22 DGA (CAROVANO, 2023, 
1-18). Estas cláusulas se aplican también a otros intercambios de datos como los 
data pooling arrangement o la puesta en común de datos, el intercambio o uso 
compartido (PALOMAR OLMEDA, 2017, 435-488), lo que se corresponde con 
el data monitoring, así como los servicios de intermediación de datos regulados 
en el art. 12 DGA (SPIECKER, 2022, 132-145; CÁMARA LAPUENTE, 2020, 
141-175; CAROVANO, 2023, 1-18). 

Una vez presentada brevemente la Data Governance Act, conviene centrarse 
en aquellas disposiciones que inciden en los requisitos de localización de datos 
en España y su adecuación al ordenamiento jurídico europeo. El art. 5 DGA 
establece diversas condiciones para la reutilización de los datos por parte de 
organismos del sector público (RUOHONEN, 2023, 1-9), lo que tiene incidencia 
en las resoluciones a las que se debe dar publicidad, como las Resoluciones de 
Transparencia de la AEPD: la anonimización de los datos; la modificación y el 
agregado de su tratamiento cuando tengan carácter confidencial; la reutilización 
a distancia, facilitada y controlada por el organismo público; así como que el 
acceso y reutilización de los datos se sujete a unas normas de seguridad estrictas. 
Complementariamente, los organismos del sector público impondrán las con-
diciones para la integridad del funcionamiento de los sistemas técnicos del en-
torno de tratamiento seguro, pudiendo adoptar como decisión la prohibición de 
la reutilización de manera comprensible y transparente en los siguientes casos: 
por ausencia de observancia de la confidencialidad; por falta de la obtención del 
consentimiento de los interesados; por infracción de los derechos de propiedad 
intelectual; o por ausencia de información al organismo público de la transmisión 
de estos datos a un tercer Estado. Asimismo, la Comisión Europea adoptará actos 
delegados para los datos que afecten, entre otros, la seguridad y salud públicas 
(ECHEZARRETA FERRER, 2021, 263-314; GERST, 2023, 204-210), así como 
los que puedan entrañar el riesgo de la identificación de datos anonimizados. Ello 
ha sido identificado, junto con su operatividad, los desajustes en materia finan-
ciera, de recursos humanos, de riesgos y seguridad, así como en relación con la 
innovación tecnológica, como los principales riesgos de la gobernanza de datos 
(MAHANTI, 2021, 53-64). 
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II.3. � Régimen jurídico del ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública en España: la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno

Finalmente, procede examinar brevemente las disposiciones sobre el ejercicio 
del derecho de acceso a la información pública ex arts. 17-24 de la Ley 19/2013. Res-
pecto de la solicitud de acceso a la información, el art. 17 indica que debe dirigirse al 
titular del órgano administrativo que posea la información, y regula su presentación. 
En el art. 18, se disponen las causas de inadmisión y, en el art. 19, la tramitación de 
dicha solicitud y su eventual subsanación. Respecto del análisis de las Resoluciones 
de Transparencia de la AEPD13, procede detenerse en el art. 20, relativo a la resolu-
ción por la que se conceda o deniegue el derecho de acceso a la información pública. 
Dicha resolución debe notificarse al solicitante y a los terceros afectados en el plazo 
máximo de un mes desde la recepción de la solicitud, ampliable por un mes más 
en atención al volumen o la complejidad de la información. Las resoluciones que 
denieguen el acceso a la información pública, las que concedan el acceso parcial o 
mediante una modalidad distinta a la solicitada, así como las que permitan el acceso 
con oposición de un tercero deben estar motivadas. En el caso de que la mera indica-
ción de la existencia o inexistencia de la información suponga la vulneración de los 
límites del derecho de acceso, deberá advertirse en la resolución. 

Una vez transcurrido el plazo máximo para resolver el expediente administrati-
vo, el silencio administrativo se considerará negativo. Las resoluciones en esta ma-
teria son susceptibles de recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa, ex 
art. 23, sin perjuicio de la reclamación potestativa en vía administrativa contemplada 
en el art. 24. Se considerará una infracción grave el incumplimiento reiterado de la 
obligación de resolver en plazo. El art. 22 establece que el acceso a la información 
se realizará preferentemente por vía electrónica, salvo cuando no sea posible o el 
solicitante indique expresamente otro medio. Como se analizará, la necesidad de al-
macenamiento local es una de las barreras regulatorias detectadas por la Comisión 
Europea, por la falta de acceso electrónico y las dificultades para los proveedores ex-
tranjeros, que a su vez se encuentra en algunas de las Resoluciones de Transparencia 
de la AEPD14. En el caso de que no pueda proporcionarse el acceso en el momento 
de notificar la resolución, se tendrá que efectuar en un plazo no superior a diez días. 

III. � LAS BARRERAS REGULATORIAS A LA LIBRE CIRCULACIÓN DE 
DATOS NO PERSONALES Y LA APLICACIÓN DE LOS REQUISITOS 
DE LOCALIZACIÓN DE DATOS EN ESPAÑA

A los efectos de realizar una adecuada evaluación de la conformidad de los 
requisitos españoles de localización de datos, regulados en la Ley 19/2013, con 
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el Reglamento 2018/1807, la Directiva 2019/1024 y el Reglamento 2022/868, es 
necesario examinar primeramente las barreras regulatorias directas e indirectas a la 
libre circulación de datos no personales detectadas por la Comisión Europea, para 
posteriormente identificarlas en las Resoluciones de Transparencia de la AEPD15. 

III.1. � Las barreras regulatorias directas e indirectas a la libre circulación 
de datos no personales detectadas en el primer Estudio para la Comisión 
Europea de 2017

Por lo que respecta a las barreras regulatorias directas e indirectas a la libre 
circulación de datos no personales, se encuentran diversas claves en el primer es-
tudio para la Comisión Europea “Cross-border data flow in the digital single mar-
ket: study on data location restrictions” (EUROPEAN COMMISSION, 2017). 
La primera y la más relevante es que en las barreras regulatorias directas e indi-
rectas, contenidas en las tablas comparativas donde constan los Estados donde se 
han detectado, España no figura porque no ha sido analizada. La única aporta-
ción específica sobre España en el Estudio es la entrevista a la entidad financiera 
referida anteriormente16, junto con los datos estadísticos de Eurostat sobre cada 
Estado miembro. Con base en las barreras regulatorias advertidas por la Comisión 
Europea, se realizará su identificación en las Resoluciones de Transparencia de la 
AEPD del periodo 2020-202517. En este sentido, una barrera será directa cuando 
una norma nacional establezca explícitamente el lugar de almacenamiento o trans-
ferencia de los datos, así como cuando imponga que solamente es posible cumplir 
con dicha obligación cuando los datos estén en una ubicación específica. Se apunta 
aquí que los Estados Miembros debían derogar las barreras regulatorias directas en 
sus respectivas legislaciones antes del 30 de mayo de 2021, y se adelanta que no 
han sido detectadas en la legislación española. Las barreras serán indirectas cuando 
la legislación contenga requisitos que, una vez aplicados, restrinjan la ubicación o 
la circulación de los datos, como por ejemplo que deban estar permanentemente 
accesibles para un supervisor nacional, que tengan que ser eliminados sin posibili-
dad de recuperarlos, o que el acceso sea exclusivo para su titular. 

Las barreras regulatorias a la libre circulación de datos no personales se concre-
tan en las siguientes manifestaciones abstraídas por la Comisión Europea conforme a 
la casuística de las legislaciones nacionales. Por ello, su tratamiento en este apartado 
se dividirá entre las que han sido detectadas en las Resoluciones de Transparencia 
de la AEPD, y las que, en sentido contrario, no se han identificado. De conformidad 
con estas barreras regulatorias directas e indirectas, se analizarán las Resoluciones de 
Transparencia del periodo 2020-2025 en el siguiente subapartado. Por lo que respec-
ta a las barreras regulatorias identificadas en las Resoluciones de Transparencia, se 
encuentran la prohibición del acceso o la divulgación a terceros de los datos no per-
sonales en aras de la confidencialidad cuando no existe una investigación en curso, 
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así como el almacenamiento pasivo externo al titular de los datos cuando no existe 
una investigación en curso; en ambos supuestos la información a la que se ha acce-
dido no requiere ningún tratamiento posterior por parte del proveedor de servicios de 
almacenamiento. Cabe indicar que una barrera regulatoria que se ha solucionado en 
las diversas Resoluciones de Transparencia es aquella relativa a que los mecanismos 
de control y las auditorías de los supervisores nacionales no pueden obstaculizarse, 
porque ello dificulta la tarea de las autoridades, siendo el fundamento de la denega-
ción de acceso a la información en diversos supuestos. 

En cuanto a las barreras regulatorias que no se han detectado en las Resolu-
ciones de Transparencia, se encuentran las siguientes, cuya correlación se refiere 
separadamente. 

–	 Los requisitos técnicos nacionales de almacenamiento o intercambio de da-
tos, por los obstáculos que pueden suponer para los proveedores extranjeros. 

–	 La autorización nacional de los proveedores de servicios de almacena-
miento de datos, por las dificultades de acceso para otros proveedores. 

–	 La obligación de disponer de registros de datos con almacenamiento local, 
que no se encuentren en la nube, por suponer una restricción en el acceso. 

–	 El requisito de mantener una copia local de la documentación con res-
tricciones de acceso específicas, que pueda suponer la necesidad de un 
almacenamiento pasivo externo. 

–	 El requisito de comunicar datos electrónicos a una autoridad pública, 
porque puede perjudicar la interoperabilidad transfronteriza. 

–	 La aplicación de esquemas específicos de gestión de riesgos a los sub-
contratistas que, por su determinación por los Estados miembros, sean 
difíciles de conocer para los proveedores extranjeros. 

–	 El hecho de que los subcontratistas deban estar oficialmente autorizados 
como proveedores de servicios, por las dificultades de su autorización 
cuando presten sus servicios en diversos Estados. 

–	 La existencia de una supervisión comparable en el Estado del estableci-
miento del proveedor del servicio, lo que supone que el proveedor solo 
puede operar desde Estados donde exista dicha supervisión. 

–	 La negociación caso por caso con el regulador previa a la circulación 
transfronteriza de datos hacia proveedores desconocidos, lo que dificulta 
la prestación del servicio por proveedores extranjeros. 

–	 La imposición de una ley aplicable favorable al Estado del regulador pú-
blico, que conlleva que los proveedores deban cumplir con los requisitos 
de diversas jurisdicciones para poder operar. 

–	 La designación de una entidad específica que gestione una base de datos 
oficial, porque el almacenamiento o la transferencia de datos solo puede 
prestarse en exclusiva. 
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–	 El hecho de que el acceso o la utilización de los datos deba estar autori-
zada por una norma o autoridad competente, lo que supone un requisito 
de difícil cumplimiento para los proveedores de servicios en el extran-
jero. 

–	 La obligación de que los datos se destruyan en determinadas circunstan-
cias, una previsión que es ineficaz sin almacenamiento local. 

–	 La gestión o actualización conjunta de los datos, porque dificulta su ges-
tión por un tercero. 

–	 La imposición de obligaciones de confidencialidad a quien tenga acceso 
a los datos, por suponer una prohibición de almacenamiento pasivo ex-
terno, en atención a la ausencia de tratamiento de los datos posterior. 

–	 El establecimiento de una protección contra confiscaciones de información, 
porque dificulta su cumplimiento por un proveedor de servicios externo. 

–	 La obligación de que los destinatarios de los datos conserven ciertos certifi-
cados, por la prohibición implícita de almacenamiento pasivo que supone. 

–	 La prohibición de transferencias de datos sin intervención humana, por 
las dificultades que plantea su cumplimiento por proveedores extranje-
ros, ya sea por su disponibilidad o por los requisitos lingüísticos. 

–	 Los controles que limitan el hardware o el software de procesamiento de 
datos, por las dificultades que conlleva para los proveedores extranjeros. 

–	 Los requisitos en el uso del cifrado de datos, que dificulten la prestación 
del servicio por proveedores extranjeros. 

–	 Los requisitos de segregación de datos, por los problemas que plantea 
para los proveedores extranjeros. 

–	 La recuperabilidad de la información por las autoridades supervisoras 
durante un tiempo determinado, por los impedimentos que supone para 
un almacenamiento descentralizado. 

–	 La instalación del almacenamiento de datos dentro de las fronteras nacio-
nales, o fuera de las mismas con autorización de la autoridad supervisora, 
por los límites geográficos que supone. 

–	 El hecho de que el formato y método de la entrega de datos deba es-
pecificarse por la autoridad nacional durante las verificaciones, por las 
dificultades que implica para los proveedores extranjeros.

III.2. � Análisis de las barreras regulatorias indirectas en las Resoluciones de 
Transparencia de la Agencia Española de Protección de Datos sobre los 
requisitos de localización de datos en el periodo 2020-2025

Las Resoluciones de Transparencia de la AEPD del periodo 2020-2025, 
analizadas en el informe español para la Comisión Europea bajo el estudio 
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“Supporting the evaluation of the Free Flow of Non-Personal Data Regula-
tion, Open Data Directive and Data Governance Act”, se encuentran dispo-
nibles en acceso abierto en su Portal (AEPD, 2025). Con carácter previo a su 
examen, conviene apuntar algunas cuestiones. En primer lugar, los límites del 
derecho de acceso a la información pública o los requisitos de localización de 
datos –previstos en el art. 14 de la Ley 19/2013– que no se han aplicado co-
rresponden a: la seguridad nacional, la defensa, la seguridad pública, la política 
económica y monetaria, y la protección del medio ambiente. En segundo lugar, 
con respecto a la protección de datos personales ex art. 15.3 de la Ley 19/2013, 
las causas de ponderación que obran en las Resoluciones de Transparencia son 
expresamente las siguientes: la justificación por los solicitantes del acceso de 
fines históricos, científicos o estadísticos; el menor perjuicio de los derechos de 
los afectados cuando los documentos contuviesen únicamente datos de carácter 
meramente identificativo; y la mayor garantía de los derechos de los afectados 
en los supuestos de afectación a la intimidad, la seguridad o cuando se refieran 
a personas menores de edad. Diversas de las Resoluciones de Transparencia 
conceden el acceso parcial a la información por los motivos contemplados en 
el art. 16 de la Ley 19/2013. Como comentario general a todas las Resolu-
ciones de Transparencia, que serán analizadas cronológicamente, en muchas 
ocasiones se observa una reiteración e identidad literal en los fundamentos 
jurídicos por los que se aplican los requisitos de localización de datos. Por otra 
parte, las Resoluciones de Transparencia que figuran duplicadas en el Portal de 
la AEPD, de 21 de agosto de 2024 y de 10 de noviembre de 2022, provienen 
respectivamente de sendos asuntos. Finalmente, el acceso o la utilización de 
los datos no personales autorizado por una norma o autoridad competente, con 
base en los requisitos de localización de datos, pretende garantizar la seguridad 
y la confidencialidad, apoyar la rendición de cuentas y la supervisión, mantener 
el control nacional sobre los recursos esenciales, así como prevenir pérdidas 
económicas a largo plazo. No obstante, es oportuno ponderar dichos límites del 
derecho de acceso a la información pública con las barreras regulatorias a la 
libre circulación de datos no personales, con la finalidad de equilibrar ambos 
intereses. A continuación, se identificarán las barreras regulatorias indirectas 
expuestas anteriormente en las Resoluciones de Transparencia18, así como se 
sistematizarán en función de si se han detectado. 

III.2.A. � Resoluciones con barreras regulatorias indirectas a la libre circulación 
de datos no personales

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 25 de 
noviembre de 202019, se otorga el acceso parcial a la información solicitada con 
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base en las causas establecidas en el art. 14.1 e), g) y h) de la Ley 19/2013. Los 
fundamentos jurídicos son los siguientes: respecto del art. 14.1 h), los posibles 
perjuicios a los intereses económicos y comerciales del autor de la notificación; 
en cuanto al art. 14.1 e), los posibles perjuicios a la investigación de ilícitos ad-
ministrativos o penales; y, finalmente, en cuanto al art. 14.1 g), por los posibles 
perjuicios a las funciones de vigilancia, inspección y control. La Resolución au-
toriza parcialmente el acceso mediante la remisión electrónica en un documento 
en formato Portable Document Format –en adelante, pdf–, que contenga los 
ficheros registrados debidamente, habiendo disociado los datos personales. En 
cuanto al acceso en formato pdf, se ha advertido anteriormente como una barre-
ra regulatoria a la libre circulación de datos no personales, por la necesidad de 
almacenamiento local externo del documento y por los impedimentos para los 
proveedores extranjeros. Para evitar la necesidad de almacenamiento local, debe 
proponerse su acceso o en formato electrónico, como un enlace web, o bien en un 
documento almacenado en la nube sin restricciones de acceso.

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 28 de 
junio de 202220, se deniega el acceso a la información para fines de investigación 
científica en virtud del art. 14.1 h), j) y k) de la Ley 19/2013; se argumenta que la 
divulgación de la información a terceros puede afectar los intereses económicos 
y comerciales, la propiedad intelectual e industrial del afectado, así como oca-
sionaría un perjuicio a la garantía de confidencialidad con la que esa información 
fue comunicada a la AEPD. En este caso, se observa como barrera regulatoria 
que la prohibición de acceso a un tercero, en aras de la confidencialidad, prohíbe 
a su vez el almacenamiento pasivo externo al titular de los datos, pues la finali-
dad del acceso a dichos datos es científica y no se observa una obstaculización a 
las funciones administrativas de control y auditoría que justifique la denegación. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 10 
de abril de 202421, se concede parcialmente el acceso a la información con base 
en el art. 14.1 e), g) y k) de la Ley 19/2013, constando la tramitación de diver-
sos expedientes conjuntamente por parte de la AEPD respecto del mismo solici-
tante. Respecto del primer expediente, se deniega el acceso por obrar en poder 
del solicitante la información requerida. Respecto del segundo expediente, se 
autoriza el acceso a la información, pero habida cuenta del volumen del citado 
expediente –que impide su envío en papel–, el acceso se habilita en formato 
pdf, debidamente anonimizado, almacenado en una memoria Universal Serial 
Bus –en adelante, USB–, y remitido por correo postal junto con la Resolución. 
Respecto de este acceso a la información, cabe señalar como barrera regulatoria 
la necesidad de almacenamiento local en un USB del documento en formato pdf, 
así como las dificultades que entrañaría para los proveedores extranjeros, por 
lo que debería proponerse su acceso o bien en formato electrónico o en un do-
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cumento almacenado en la nube sin restricciones de acceso. En cuanto al tercer 
expediente, se habilita el acceso a una copia de la información en papel, con los 
datos personales anonimizados, lo que también supone una barrera regulatoria 
relativa a la necesidad de almacenamiento externo. Por lo que respecta al cuarto 
expediente, nuevamente se habilita el acceso a una copia del expediente en pa-
pel, debidamente anonimizada, lo que implica la misma barrera regulatoria de 
almacenamiento externo indicada. En cuanto al quinto expediente, su difusión 
supondría un perjuicio para la actividad de investigación y sanción penal, por lo 
que se concede el acceso parcial a la información con base en las causas conte-
nidas en el art. 14.1 e), g) y k) de la Ley 19/2013. En este último expediente de 
autorización parcial, no se observan barreras regulatorias, en atención a que las 
funciones administrativas de control y auditoría no se pueden obstaculizar. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 30 
de octubre de 202422, se concede parcialmente el acceso a la información en 
virtud del art. 14.1 k) y j) de la Ley 19/2013, respecto de la obtención de la copia 
completa de un expediente de la Subdirección General de Inspección de Datos 
de la AEPD. En la Resolución, se concede el acceso parcial a la información 
relativa al expediente, previa disociación de los datos personales y en formato 
pdf, pero se deniega el acceso al informe de auditoría de ciberseguridad porque 
su divulgación podría conllevar un riesgo. Por lo que respecta al acceso parcial a 
la información, se detecta la barrera regulatoria relativa a la necesidad de almace-
namiento pasivo externo, por lo que se tendría que haber proporcionado o bien en 
formato electrónico o en la nube sin restricciones de acceso. Por lo que respecta 
a la denegación de acceso al informe de auditoría, resulta correcta en aras de la 
observancia de la barrera regulatoria relativa a la ausencia de obstaculización a 
la Administración en sus funciones de control y auditoría. 

III.2.B. � Resoluciones en las que se no han detectado barreras regulatorias 
indirectas a la libre circulación de datos no personales

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 2 de 
febrero de 202123, se concede parcialmente dicho acceso en virtud del art. 14.1 
h) de la Ley 19/2013, por tratarse de ofertas técnicas que contienen una informa-
ción empresarial sensible sobre las estrategias y relaciones comerciales. Por ello, 
en la Resolución se incluye un Anexo I, accesible desde el Portal de la AEPD, 
que contiene una tabla que enlaza a la información publicada en la Plataforma 
de Contratación del Sector Público. Dicha Resolución también concede parcial-
mente el acceso, previa disociación de los datos personales, a la información no 
publicada en la referida Plataforma sobre los contratos de difusión y los contratos 
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de formación, en sus Anexos II y III, accesibles desde el Portal de la AEPD. No 
se observan barreras regulatorias en esta Resolución, en atención a la facilitación 
en acceso abierto de toda la documentación. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 19 de 
mayo de 202124, se deniega el acceso con base en las funciones administrativas 
de vigilancia, inspección y control, previstas en el art. 14.1 g) de la Ley 19/2013, 
porque las actuaciones inspectoras de la AEPD estaban en curso y cualquier di-
vulgación de información las podía perjudicar. Tampoco se observan barreras re-
gulatorias en este supuesto, en aras de la preservación de las funciones de control 
y auditoría de la Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 1 de 
junio de 202125, se concede parcialmente el acceso a la información en virtud del 
art. 14.1 e) de la Ley 19/2013, en atención al eventual perjuicio para la preven-
ción, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o discipli-
narios. En este caso, el tercero afectado informa que con respecto al titular de la 
empresa solicitante existe un procedimiento en curso en el orden jurisdiccional 
penal. En esta Resolución, no se observan barreras regulatorias, en aras de las 
funciones de control y auditoría de la Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 12 
de enero de 202226, se concede parcialmente el acceso a la información con base 
en el art. 14.1 e) de la Ley 19/2013. En este supuesto, referido a una infracción 
administrativa, se autoriza la información en cuanto al número de reclamaciones 
recibidas, su estado de tramitación y las sanciones impuestas. En esta Resolu-
ción, no se observan barreras regulatorias, por la preservación de las funciones 
administrativas de control y auditoría. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 21 
de enero de 202227, se deniega el acceso a la información en virtud del art. 14.1 
e) y k) de la Ley 19/2013, por afectar a investigaciones en curso de la Subdirec-
ción General de Inspección de Datos de la AEPD. Tampoco se observan barreras 
regulatorias en este supuesto, por la garantía de las funciones administrativas de 
control y auditoría. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 26 de 
enero de 202228, se deniega el acceso a la información solicitada con base en el 
art. 14.1 e) y k) de la Ley 19/2013, por estar pendientes investigaciones judiciales 
en curso sobre la información requerida, y por el perjuicio que podría suponer 
la revelación de su contenido a terceros. No se detectan barreras regulatorias en 
este supuesto por las funciones administrativas de control y auditoría, que deben 
ser preservadas. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 10 de 
mayo de 202229, se concede el acceso a la información sobre los expedientes con-
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cluidos que constan en la AEPD, así como las resoluciones relacionadas. Consta 
en la Resolución el acceso desde el Portal de la AEPD a toda la documentación 
mediante enlaces web, de manera que no se observan barreras regulatorias. Por 
otra parte, se deniega el acceso a otra información en virtud del art. 14.1 e) y k) 
de la Ley 19/2013, por tratarse de expedientes de investigación abiertos, cuya re-
velación menoscabaría la adecuada toma de decisiones sin injerencias externas. 
Por la preservación de las funciones administrativas de control y auditoría, no se 
detectan barreras regulatorias. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 8 de 
junio de 202230, se autoriza el acceso a la información sobre la unidad, dirección 
o departamento concreto de los organismos a los que la AEPD dirigió un cuestio-
nario, por tratarse todos ellos de instituciones públicas. No obstante, se deniega 
el acceso a la información sobre el contenido concreto del cuestionario, con base 
en el art. 14.1 c) de la Ley 19/2013, por corresponder a la AEPD el ejercicio de 
las funciones relacionadas con la acción exterior del Estado sobre protección de 
datos. En aras de la preservación de las funciones de control y auditoría, no se 
observan barreras regulatorias en esta Resolución. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 18 de 
julio de 202231, se deniega el derecho de acceso a la información con base en el 
art. 14.1 f) de la Ley 19/2013, en atención a los perjuicios que pudieran derivarse 
de la revelación de información a terceros sobre un procedimiento administrativo 
sancionador de la AEPD del que está pendiente la resolución de un recurso en 
el orden jurisdiccional contencioso-administrativo. La AEPD entiende que debe 
prevalecer el respeto a la igualdad de las partes en el proceso y la tutela judicial 
efectiva. No se observa ninguna barrera regulatoria, puesto que se garantizan las 
funciones administrativas de control y auditoría.

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 8 
de agosto de 202232, se deniega el derecho de acceso a la información en virtud 
del art. 14.1 k) y h) de la Ley 19/2013. En este caso, la revelación de informa-
ción sobre los procedimientos, documentos y detalles relativos a la seguridad de 
la organización afectada, así como de sus auditorías de seguridad interna a un 
tercero pueden perjudicar seriamente a la entidad afectada por un procedimien-
to sancionador de la AEPD. En este supuesto, no se observa ninguna barrera 
regulatoria, en aras de la garantía de las funciones de control y auditoría de la 
Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 10 de 
noviembre de 202233, se concede parcialmente el acceso a la información ex art. 
14.1 e) y k) de la Ley 19/2013. La primera petición de acceso a la información 
se centra en las reclamaciones presentadas a una empresa. La entidad, sujeta a 
las investigaciones de la AEPD, fue informada de la solicitud y no se opuso a 
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dicho acceso previa disociación de los datos personales. Por ello, en este caso se 
facilita el acceso a los datos anonimizados, sin que se observe ninguna barrera 
regulatoria por disponerse en un Anexo en el Portal de la AEPD. En cuanto al 
siguiente expediente vinculado al mismo caso y que se encuentra en tramitación, 
se deniega el acceso con base en el art. 14.1 e) y k) de la Ley 19/2013, puesto 
que la revelación a terceros de documentos en esta fase del procedimiento puede 
perjudicar la investigación en curso, la confidencialidad, así como se añaden 
impedimentos técnicos por el gran tamaño de los documentos. No se observan 
barreras regulatorias en este supuesto, en atención a que las actividades de con-
trol y auditoría de la Administración no pueden ser obstaculizadas. Se informa 
de que, con respecto a los expedientes concluidos, las resoluciones se encuentran 
publicadas en el Portal de la AEPD y como Anexo a la Resolución. Por lo que 
respecta al tercer expediente vinculado al mismo caso, se deniega el acceso a la 
información en virtud del art. 14.1 e) y k) de la Ley 19/2013, porque se solicitan 
unos datos a la AEPD sin que el solicitante haya ejercido su derecho ante el res-
ponsable del tratamiento.

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 28 de 
noviembre de 202234, se deniega el derecho de acceso a la información con base 
en el art. 14.1 h) y j) de la Ley 19/2013, en atención a que el acceso a los infor-
mes sobre la conformidad con la normativa de protección de datos de un nuevo 
proyecto de negocio elaborado por la AEPD supone un considerable perjuicio 
económico y comercial, así como una pérdida de ventaja competitiva. Asimismo, 
se argumenta que la solicitud no está motivada, por lo que no se ha justificado 
un interés legítimo privado superior que pueda desvirtuar la confidencialidad. 
En cuanto a las barreras regulatorias, no se detectan porque este supuesto entra 
dentro de las funciones de auditoría de la Administración, que deben preservarse.

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 16 
de enero de 202335, se deniega el derecho de acceso a la información en virtud 
del art. 14.1 f) de la Ley 19/2013. En cuanto al test del daño, la entidad afectada 
ha sido sancionada por la AEPD, y ha recurrido la misma ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa, por lo que la revelación de cualquier información a 
terceros puede perjudicar su derecho de defensa. En cuanto a la ponderación de 
intereses, el solicitante no ha alegado ningún interés público o privado prevalente 
que justifique el acceso, por lo que debe prevalecer el respeto a la igualdad de las 
partes en el proceso y la tutela judicial efectiva. No se identifican barreras regu-
latorias en atención a las funciones de control y auditoría de la Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 10 de 
marzo de 202336, se deniega el acceso a la información con base en el art. 14.1 f) 
de la Ley 19/2013. Por una parte, la entidad afectada ha sido sancionada adminis-
trativamente por la AEPD, cuya solicitud tiene como finalidad la interposición de 
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un recurso, por lo que la revelación de información a un tercero puede perjudicar 
el derecho a la defensa. En cuanto a la ponderación de intereses, la AEPD indica 
que la solicitante no ha alegado ningún interés público o privado para el acceso 
a los datos. En este supuesto, tampoco de detectan barreras regulatorias, en aras 
de la salvaguardia de las funciones de control y auditoría de la Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 28 
de noviembre de 202337, se deniega el acceso en virtud del art. 14.1 e) y g) de 
la Ley 19/2013. La solicitud versa sobre un problema de seguridad en materia 
de datos personales, comunicado a la AEPD, por lo que la difusión de los datos 
perjudicaría las funciones administrativas de control u otras investigaciones. En 
este caso, no se observan barreras regulatorias, por la garantía de las funciones 
administrativas de control y auditoría. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 20 
de diciembre de 202338, se deniega el acceso con base en el art. 14.1 k) de la Ley 
19/2013. En este sentido, el acceso público al análisis de riesgos y a la evaluación 
de impacto del Sistema Interno de Información y Defensa del Informante de la 
AEPD expone estos sistemas a un riesgo, por la actividad de tratamiento y las 
medidas de seguridad previstas. En este caso, tampoco se detectan barreras regu-
latorias, para la garantía de las funciones administrativas de control y auditoría. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 16 
de febrero de 202439, se ha autorizado parcialmente el acceso en virtud del art. 
14.1 k) de la Ley 19/2013. La solicitud versa sobre los datos, procedimientos y 
referencias obrantes en la AEPD sobre la aplicación de la Ley 2/2023, de 20 de 
febrero, reguladora de la protección de las personas que informen sobre infrac-
ciones normativas y de lucha contra la corrupción40. Para dicha protección, los 
denunciantes y las personas afectadas tienen derecho a la confidencialidad. Por 
otra parte, el acceso público a la información sobre invocaciones, citas, proce-
dimientos y resoluciones en aplicación de la Ley 2/2023 expone a un riesgo al 
Canal de Protección del Informante y a los denunciantes. Por ello, en primer 
lugar, se concede el acceso a la información solicitada referente a la implantación 
del Canal de Protección del Informante, mediante unos enlaces web en la propia 
Resolución, por lo que no se observan barreras regulatorias relativas al almace-
namiento pasivo externo. En segundo lugar, se limita el acceso a la información 
relativa a las invocaciones, citas, procedimientos y resoluciones en aplicación 
de la Ley 2/2023, en virtud del art. 14.1 k) de la Ley 19/2013, por lo que no se 
detectan barreras regulatorias por la garantía de las funciones administrativas de 
control y auditoría. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 10 
de junio de 202441, se deniega el derecho de acceso en virtud del art. 14.1 h) de 
la Ley 19/2013, por el que se solicitaba la copia completa de un expediente de 
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la Subdirección General de Inspección de Datos de la AEPD. En atención a los 
perjuicios que se podrían causar, y por entender que no existe un interés público 
o privado superior, se deniega el derecho de acceso. No se detectan barreras 
regulatorias al respecto, en atención a la actividad de control y auditoría de la 
Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 12 de 
julio de 202442, por la que se solicitaba el acceso a una documentación presen-
tada a la AEPD en virtud de un expediente en trámite, se deniega dicho acceso 
con base en el art. 14.1 h) de la Ley 19/2013. El expediente contiene informa-
ción cuya divulgación puede resultar perjudicial y no existe un interés público o 
privado que justifique su revelación. Tampoco se detectan barreras regulatorias, 
habida cuenta de la evitación de obstáculos a las actividades de control y audito-
ría de la Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 21 
de agosto de 202443, se concede parcialmente el acceso a la copia completa de 
un expediente de la AEPD sobre el tratamiento de datos personales entre dos 
empresas por el art. 14.1 h) de la Ley 19/2013. En atención a los posibles perjui-
cios derivados del test del daño, por la información que se contiene, se autoriza 
el acceso a dicho expediente, previa disociación de los datos personales, una vez 
que haya transcurrido el plazo previsto para interponer un recurso contencio-
so-administrativo. No obstante, se deniega el acceso a la información del con-
trato celebrado en estas dos empresas responsables del tratamiento de datos. No 
se observan barreras regulatorias en este supuesto, en aras de la garantía de la 
actividad de control y auditoría de la Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 7 de 
octubre de 202444, se deniega el acceso a la copia íntegra un expediente sancio-
nador de la AEPD con base en el art. 14.1 e) de la Ley 19/2013. Este asunto se 
encuentra en fase de instrucción de un procedimiento penal en el momento de so-
licitar el acceso a la información. No se identifican barreras regulatorias, en aten-
ción a la preservación de la actividad de control y auditoría de la Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 23 de 
octubre de 202445, se deniega el derecho de acceso a la información en virtud del 
art. 14.1 f) de la Ley 19/2013, en atención a que la resolución del procedimiento 
administrativo sancionador de la Subdirección General de Inspección de Datos de 
la AEPD se ha recurrido ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Se denie-
ga el acceso en atención al test del daño y a que no existe un interés público o priva-
do superior. En este asunto, no se observa ninguna barrera regulatoria, en atención 
a la preservación de las funciones de control y auditoría de la Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 23 de 
octubre de 202446, se concede parcialmente el acceso con base en el art. 14.1 k) 
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de la Ley 19/2013, en atención a que el solicitante requiere una copia completa 
de un expediente tramitado por la Subdirección General de Inspección de Datos 
de la AEPD. La información solicitada tiene carácter confidencial y su divulga-
ción puede suponer un problema de seguridad, por lo que se concede su acceso 
parcial con la anonimización de los datos de carácter personal. En este supuesto, 
no se observan barreras regulatorias por las funciones administrativas de control 
y auditoría. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 7 de 
noviembre de 202447, por la que se solicita la copia de un expediente tramitado y 
resuelto por la Subdirección General de Inspección de Datos de la AEPD, se de-
niega el acceso con base en el art. 14.1 f) de la Ley 19/2013. Respecto del test del 
daño, se aprecia un eventual perjuicio porque la resolución se ha recurrido ante 
el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, a la vez que no se identifica 
ningún interés público o privado que legitime la divulgación. En este caso, no 
se observa ninguna barrera regulatoria, habida cuenta de la salvaguardia de las 
funciones de control y auditoría de la Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 29 de 
noviembre de 202448, se deniega el derecho de acceso en virtud del art. 14.1 f), h) 
y k) de la Ley 19/2013, por el que se solicita la copia de un expediente sanciona-
dor de la Subdirección General de Inspección de Datos de la AEPD. No se supera 
el test del daño porque la resolución se ha recurrido ante la jurisdicción conten-
cioso-administrativa, en la que el tercero que solicita los datos está investigado. 
Asimismo, la AEPD indica que la divulgación de la información contenida en el 
expediente perjudicaría el derecho a la confidencialidad y los intereses econó-
micos y comerciales. En este supuesto, no se observan barreras regulatorias, en 
atención a la garantía de la actividad de control y auditoría de la Administración. 

En la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública de 20 
de diciembre de 202449, se autoriza parcialmente el derecho de acceso a la in-
formación con base en el art. 14.1 e) y g) de la Ley 19/2013. Sobre este asunto, 
se deniega el derecho de acceso a la información obrante en la AEPD porque 
su difusión afectaría a las funciones administrativas de control. No obstante, se 
facilita el enlace web a las resoluciones sancionadoras en el Portal de la AEPD. 
En este caso, no se observan barreras regulatorias, en atención a la preservación 
de las funciones de control y auditoría de la Administración, así como el acceso 
a las resoluciones sancionadoras se contiene en formato electrónico accesible. 

Por último, en la Resolución sobre solicitud de acceso a la información pública 
de 14 de marzo de 202550, se deniega el derecho de acceso en virtud del art. 14.1 
e), g) y h) de la Ley 19/2013. Los fundamentos son que la difusión de la infor-
mación puede perjudicar las funciones administrativas de control encomendadas 
a la AEPD, a la vez que dicho acceso podría perjudicar los intereses económicos 
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y comerciales. No se observan barreras regulatorias en este caso, en atención a la 
salvaguardia de las funciones de control y auditoría de la Administración. 

IV.  CONCLUSIONES

I. Tras las observaciones contenidas sobre las barreras regulatorias en el pri-
mer Estudio para la Comisión Europea “Cross-border data flow in the digital sin-
gle market: study on data location restrictions” (EUROPEAN COMMISSION, 
2017), no se ha producido ninguna adaptación normativa en los límites del de-
recho de acceso a la información pública, o requisitos de localización de datos, 
contenidos en el art. 14 de la Ley 19/2013. Asimismo, los límites contenidos en 
los cuatro primeros apartados del art. 14.1 de la Ley 19/2013 no se han aplicado 
nunca en las Resoluciones de Transparencia obrantes en la AEPD, a saber: la 
seguridad nacional, la defensa, la seguridad pública, la política económica y mo-
netaria, y la protección del medio ambiente. Las Resoluciones de Transparencia 
de la AEPD están motivadas, y la denegación o concesión parcial del derecho de 
acceso guarda una relación directa con los límites al derecho de acceso a la in-
formación pública dispuestas en la Ley 19/2013. Como crítica común a todas las 
Resoluciones de Transparencia, se observa identidad literal en los fundamentos 
jurídicos de las Resoluciones que convendría adaptar al caso concreto.

II. Una vez examinadas las barreras regulatorias detectadas en las Resolucio-
nes de Transparencia, cabe constatar la identificación –y, en ocasiones, reiteración– 
de las siguientes barreras regulatorias indirectas, pues las barreras regulatorias di-
rectas debían ser derogadas por los Estados Miembros antes del 30 de mayo de 
2021: el acceso a la información en papel, en formato pdf, o su almacenamiento en 
un USB, por requerir un almacenamiento local o almacenamiento pasivo externo 
y por las dificultades de acceso para los proveedores extranjeros; y la prohibición 
de acceso a la información pública a un tercero con base en la confidencialidad, 
cuando su finalidad difiera de la garantía de las funciones de control y auditoría de 
la Administración, en atención a los perjuicios que supone para los proveedores ex-
tranjeros, así como que prohíbe el almacenamiento pasivo externo. Cabe destacar 
que, en uno de los supuestos de denegación del derecho de acceso a la información 
pública, su finalidad era científica y no se perjudicaba ninguna función adminis-
trativa de control o auditoría que legitimase la denegación. En este sentido, se ha 
subvenido correctamente en diversas Resoluciones la barrera regulatoria consis-
tente en que las funciones de control y auditoría de la Administración no se pueden 
obstaculizar. Finalmente, se observa una progresiva mejora en la facilitación de la 
documentación no afectada por los límites del derecho de acceso a la información 
pública en formato electrónico accesible en el Portal de la AEPD. 
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